Acusado: JFDR
Radicado: 66001 60 00 035 2017 00279 01
Delitos: Falsedad material en documento público
Asunto: Confirma auto de primera instancia 

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
FALSEDAD EN DOCUMENTO PÚBLICO / PRECLUSIÓN DE LA INVESTIGACIÓN / POR ATIPICIDAD DE LA CONDUCTA / FALSEDAD INOCUA / DEFINICIÓN / FALTA DE CAPACIDAD PROBATORIA / SE NIEGA LA SOLICITUD.
… la delegada de la FGN considera que la conducta atribuida a JFDR era una acto atípico, con lo cual se remitió a la causal 4ª del artículo 332, y sostuvo que el procesado no incurrió en la conducta punible de falsedad material en documento público toda vez que la licencia era tan basta en su confección, que no tenía aptitud para engañar a los agentes de tránsito quienes a simple vista determinaron que se trataba de un documento espurio, lo que se confirmó con la prueba pericial practicada en la fase investigativa, por lo cual el uso de la citada licencia no puso en riesgo el bien jurídico de la fe pública por tratarse de un documento sin aptitud probatoria…
En atención a la pretensión de la delegada de la FGN hay que manifestar inicialmente que la declaratoria de preclusión tiene el efecto de extinguir la acción penal…
… debe decidirse si en este caso es posible acoger la tesis de la delegada del ente acusador según la cual el documento que le exhibió JFDR a los agentes que lo abordaron no tenía aptitud probatoria, por ser una imitación rustica de una licencia de tránsito…

En ese sentido se debe tener en cuenta que el artículo 294 del CP, tiene una interpretación auténtica de lo que se entiende por documento así: “Para los efectos de la ley penal es documento toda expresión de persona conocida o conocible recogida por escrito o por cualquier medio mecánico o técnicamente impreso, soporte material que exprese o incorpore datos o hechos, que tengan capacidad probatoria”. (…)

Sobre el tema de la falsedad burda se cita lo decidido en CSJ SP del 29 de julio de 2008, radicado 28961…:

“La falsedad inocua puede definirse como aquella que a pesar de su aparente perfección objetivo-formal no tiene la virtualidad de vulnerar el bien jurídico tutelado bajo las formas específicas de la destinabilidad del documento y su poder probatorio, de manera que no produce perjuicio o daño a los intereses tutelados por el concepto de fe pública. La falsedad inocua no solamente abarca los casos de falsedad burda, sino que comprende todos aquellos en que la falsedad no puede causar daño, cualquiera sea la causa”.
Del precedente antes citado se deduce que si la FGN formuló imputación contra JFDR por la conducta de falsedad material en documento público agravada por el uso con base en la entrevista del agente Gómez Londoño y el dictamen del perito Gaitán Moncada, no le era posible a la representante del ente acusador solicitar la preclusión de la investigación adelantada contra el procesado, salvo que su delegada contara con pruebas adicionales para sustentar esa solicitud.
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA

SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, tres (3) de junio de dos mil veinte (2020)
Acta Nro. 432
Hora: 2:20 p.m. 
1. ASUNTO A DECIDIR 

Se procede a resolver el recurso de apelación interpuesto por la FGN y el defensor, contra la decisión de la Juez 2º Penal del Circuito de Pereira, por medio de la cual se abstuvo de decretar la preclusión de la investigación que se adelanta contra el señor JFDR, por la conducta punible de falsedad material en documento público agravada por el uso.
2. ANTECEDENTES 

2.1 La FGN presentó solicitud de preclusión que correspondió por reparto al Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira, dentro de la indagación que se adelanta contra el señor JFDR, por el delito de falsedad material en documento público agravada por el uso. En la solicitud se menciona como causal: “Imposibilidad de iniciar o continuar el ejercicio de la acción penal. Arts 331 y 332-1”.

La audiencia respectiva se adelantó el 18 de agosto de 2017. La juez de conocimiento se abstuvo de decretar la preclusión solicitada. Esa determinación fue recurrida por el delegado de la FGN y el defensor del investigado.
3. SOBRE LA SOLICITUD DE PRECLUSION.
3.1 La delegada de la FGN manifestó que… JFDR había sido interceptado en un puesto de control en el paraje de “Cerritos”, cuando conducía una motocicleta y que al solicitarle su licencia de conducción se advirtió que ese documento presentaba varias inconsistencias, ya que los agentes que lo abordaron dedujeron que se trataba de un documento falso, pues se notaba que eran espurias las palabras en mayúsculas, huella, color del formato y escudo de esa licencia, que además tenía varias capas pegadas, por lo cual se produjo su captura.
La fiscal manifestó que el perito Joinerber Gaitan Moncada al que se le envió el documento, dijo que este era producto de una falsificación integral según el dictamen que leyó la funcionaria requirente así: “La licencia cuestionada no reacciona a la exposición de luz UV, (ultravioleta ) sin contener los elementos de seguridad características de símil con los formatos de las licencias de conducción auténticas que reaccionan detallándose en el escudo la República de Colombia de forma legible y nítida en el anverso… La licencia cuestionada en el reverso no presenta microxtexto de fondo, aspecto diferente con las licencias de conducción auténticas que poseen microtextos en la impresión de fondo que de forma legible se lee continuamente Ministerio del Transporte, en las licencias indubitadas el sistema de impresión de fondo de tonos pastel es offf-set a diferencia de la licencia dubitada que es impresa en un sistema digital…”.
Seguidamente la Fiscal se refirió a una entrevista que le recibió al agente Helio German Gómez Londoño, técnico en seguridad vial, quien dijo que llevaba 6 años laborado en la seccional de Tránsito y Transportes, el cual  luego de narrar los antecedentes del caso, expuso lo siguiente sobre las circunstancias que rodearon la captura del procesado: i) al momento de observar la licencia de conducción 6300174072004 de categoría A2 pudo apreciar que dicho documento presentaba inconsistencias, por lo que se consultó con el intendente Jaimes el cual se encontraba de servicio en el mismo lugar; ii) procedieron a detallar este documento en los microtextos, se le puso la luz ultravioleta para ver si reaccionaban los escudos que debían salir en este documento y se observó que el sustrato o sea el soporte donde va  impresa la información contenía varias capas, lo cual no es normal en una licencia original; iii) se observó el color del documento, el escudo no era plenamente claro al igual que las letras, también se verifican en el SIMIT que posee a la fecha de la captura y del comparendo; iv) al examinar  el RUNT, no le figuraba ninguna licencia activa al señor JFDR, en la página del Ministerio de Transporte, por lo cual con el examen hecho con la luz UV se comprobó que ese documento no era original por carecer de esas características, como color, microtextos y pliegues y no obrar en las bases de datos de ese Ministerio; y v) por razón de su oficio tenía conocimiento de las singularidades de ese tipo de documentos ya que eso correspondía a sus labores ordinarias, y en consecuencia luego de aplicarla la luz ultravioleta y establecer que la licencia daba muestras de ser falsa, le dieron captura al portador de la misma. 

La fiscal aclaró que esa entrevista y el concepto mencionado correspondían a la actividad adelantada en los actos urgentes derivados de la captura de JFDR.
3.1.2 A continuación la delegada de la FGN fundamentó su solicitud de preclusión, en los siguientes argumentos:

· En nuestro país, la licencia de conducción era un documento que solo se usaba para demostrar que una persona era apta e idónea para conducir un vehículo, en este caso una motocicleta.

· Esa licencia solo la puede exigir la autoridad de tránsito cuando el vehículo se esté usando o cuando se acude al Instituto de Tránsito. 

· En este caso se presentó un evento de falsedad burda, pues los agentes que intervinieron en el procedimiento estaban capacitados para detectar ese tipo de falsedades, hasta el punto que advirtieron de inmediato que la licencia era espuria, por lo cual no podían ser engañados con la que portaba el señor JFDR, y en consecuencia no se alcanzó a poner en peligro ni a vulnerar el bien jurídico de la fe pública, pues para cualquier agente de tránsito saltaba a la vista que se trataba de un documento apócrifo, lo que significaba que la conducta atribuida al implicado no era antijurídica en sentido material de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 11 del CP, para lo cual hizo una descripción de ese documento, indicando que por sus características cualquier persona podía advertir de entrada que se trataba de una falsificación burda de una licencia de ese tipo. 

· Citó los siguientes apartes de la sentencia CSJ SP del 29 de julio de 2008, radicado 28961 donde se dijo lo siguiente: “… las imitaciones o falsedades burdas no están en posibilidad alguna de causar perjuicio mientras carezcan de aptitud o apariencia de verdad, toda vez que si no procuran –al menos potencialmente-, suscitar en las relaciones jurídicas la representación de su carácter auténtico, no surge la posibilidad de ser así catalogadas así (...) Recuérdese que a la luz del ya citado artículo 11 de la Ley 599 de 2000 –antijuridicidad-, para que una conducta típica sea punible se requiere que lesione o ponga efectivamente en peligro, sin justa causa, el bien jurídicamente tutelado (…). Así las cosas, para poder afirmar la antijuridicidad material en la conducta punible de falsedad material en documento público, no basta, conforme se anotó en precedencia, la mutación de la realidad en el texto para considerar efectiva y potencialmente lesionado el bien jurídico de la fe pública, sino que se hace menester demostrar el menoscabo o puesta en real peligro de otros intereses de cualquier índole, más allá de la simple credibilidad de la colectividad en los documentos públicos…”.
· El criterio de la FGN es que se presentaba un evento de falsedad burda y no trataba de determinar si el procesado sabía o no que el documento que portaba había sido falsificado, por lo cual el asunto no tenía que ver con la culpabilidad de su conducta, ya que el artículo 287 del CP se refiere a: “el que falsifique documento público que pueda servir de prueba”, lo que impedía subsumir la conducta del procesado en esa norma, por falta de tipicidad, ya que un documento falsificado burdamente no tiene esa calidad probatoria.  

· En consecuencia y con base en el numeral 1º del artículo 331 del CPP, pidió la preclusión de la investigación por atipicidad de la conducta atribuida al procesado.
3.2 La defensora del imputado dijo que estaba de acuerdo con la pretensión de la FGN ya que el hecho no se adecuaba al tipo del artículo 287 del CP pues se trataba de una falsedad tosca que se detectó a primera vista y que en tal virtud no era antijurídica en sentido material, conforme a lo ya manifestado por la delegada del ente acusador, ya que el acto no generó ningún riesgo para el bien jurídico tutelado, conforme al pronunciamiento de la SP de la CSJ citado por la Fiscal.

4. SOBRE LA DECISIÓN IMPUGNADA

La A quo se abstuvo de precluir la investigación argumentando lo siguiente:

· No estaba de acuerdo con lo solicitado por la delegada de la FGN, ya que en el presente caso no existía la imposibilidad de iniciar o continuar con la acción penal, conforme a la causal que invocó, prevista en el artículo 332, numeral 1º, y la fiscal enfocó su argumentación sobre temas diversos, como la falta de tipicidad y de antijuridicidad material de la conducta investigada. 

· Sobre la manifestación de la fiscal requirente en el sentido de que el documento que portaba el procesado era una falsificación basta, consideró que no se daban los elementos suficientes para darle esa calificación a la licencia que portaba el señor DR, ya que la misma presentaba algunas características propias del documento original, e incluso los policías que intervinieron en el operativo debieron verificar en las páginas web del Ministerio de Transporte, para concluir que el documento era falso como lo dijo el perito que lo examino. 
· No estaba clara la causal de preclusión invocada, sobre la cual la delegada de la FGN tenía la carga procesal de sustentarla, y en este caso no se podía hablar de atipicidad del acto atribuido al investigado, en la medida en que para esta fase procesal existía al menos un elemento estructurante del tipo penal, situaciones que se deberían debatir en un juicio, porque no se trataba de una causal objetiva. 

· El documento que se incautó resultó ser falso, según la apariencia del mismo, lo cual fue confirmado por el dictamen de un perito y con su porte se daba una apariencia de autorización para que el investigado ejerciera una actividad peligrosa como la conducción de automotores, por lo cual a través del proceso se debía establecer si se afectó el bien jurídico de la fe pública, por falta de claridad sobre  la causal invocada.
4.2 La decisión fue apelada por la delegada de la FGN y la defensora. 

5 .SOBRE LOS RECURSOS PROPUESTOS
5.1 Delegada FGN (Recurrente)

· Solicitó que se revoque la decisión por considerarla equivocada ya que se fundamentó en la existencia de dudas probatorias, por lo cual resultaba claro que la juez de primer grado no estudió ni el caso ni la carpeta que la FGN le suministró. 

· No solicitó la preclusión basándose en ningún elemento de responsabilidad del incriminado, sino por atipicidad del acto. 

· Una conducta de falsedad puede ser establecida por un miembro de la Policía Nacional con formación en la materia, o por un perito como ocurrió en este caso, de acuerdo a las conclusiones del perito Joinerber Gaitan Moncada adscrito al CTI a las que había dado lectura en su intervención, de las cuales se deduce que examinó el documento, lo comparó con una licencia original y concluyó que era producto de una falsificación integral, por lo cual la FGN no hizo una investigación incipiente, como lo dijo la juez de primer grado al manifestar que existían dudas sobre la responsabilidad del procesado, ya que como delegada del ente acusador realizó todos los actos necesarios para fundamentar la causal de atipicidad que invoco y la falsedad del documento era tan notoria que sin ser perito en la materia pudo establecer por estar descolorida y por la ausencia de microtextos, que la licencia era falsa, por lo cual su petición resulta concordante con lo decidido en la jurisprudencia de la SP de la CSJ que citó, ya que con el porte de ese tosco documento no existido ninguna posibilidad de causar daño al bien jurídico protegido, porque este carecía de aptitud probatoria, lo que constituía uno de los elementos del tipo del artículo 287 del CP y ello permitía solicitar la preclusión por atipicidad de la conducta al tratarse de una causal objetiva. 

5.2 Defensora (no recurrente)

· Coadyuvó la argumentación de la delegada de la FGN, ya que los mismos fueron juiciosos y no se podía seguir una investigación en contra del procesado con un documento que era inocuo para afectar el bien jurídico tutelado. 

· La licencia objeto de análisis se trata prácticamente de un papel en fotocopia, desteñido y sin las características propias que hubiesen permitido engañar a la autoridad, lo que constituye una falsedad inocua. 

6. CONSIDERACIONES DE LA SALA 

6.1 Esta Sala es competente para conocer del presente recurso, en virtud de lo dispuesto en el artículo 34-1 de la Ley 906 de 2004. 

6.2 Para resolver el problema jurídico planteado relacionado con el grado de acierto de la decisión de la juez de primer grado que no accedió a decretar la preclusión de la investigación seguida contra el señor JFDR por la conducta punible de falsedad material en documento público, se debe manifestar inicialmente que de acuerdo con el artículo 250 de la Constitución Política, y al artículo 200 de la ley 906 de 2004, la FGN tiene la facultad de adelantar el ejercicio de la acción penal para lo cual debe iniciar la indagación e investigación de los hechos, siempre que existan motivos y circunstancias fácticas que permitan inferir la existencia de una conducta punible y la identificación de sus posibles autores o partícipes.

6.3 Como el criterio vigente es que por regla general la Fiscalía no ejerce funciones jurisdiccionales, esta entidad debe solicitar ante el juez de conocimiento la preclusión de las investigaciones en los eventos previstos en el artículo 332 del C.P.P., o en los casos en que se cuente con prueba de las situaciones que originan la extinción de la acción penal previstas en el artículo 77 del mismo código.

6.4 En el presente caso, la preclusión fue solicitada inicialmente por la delegada de la FGN con sustento en la causal prevista en el artículo 332-1 del C.P.P., (imposibilidad de iniciar o continuar el ejercicio de la acción penal). No obstante, como quedó claro en el decurso de la audiencia y de conformidad con lo argumentado por la vocera del ente acusador, su argumentación se centró en la causal 4ª del mismo artículo, lo que no impide resolver el recurso propuesto, ya que en CSJ SP del 6 de diciembre de 2012 radicado 37370 de la CSJ se dijo que era posible decretar la preclusión de la acción penal por una causal diferente a la invocada siempre que la argumentación se relacione con una causal establecida en la ley, lo que remite necesariamente al contenido del artículo 332 de CPP.

6.5 Para el efecto, se tiene en cuenta que la delegada de la FGN considera que la conducta atribuida a JFDR era una acto atípico, con lo cual se remitió a la causal 4ª del artículo 332, y sostuvo que el procesado no incurrió en la conducta punible de falsedad material en documento público toda vez que la licencia era tan basta en su confección, que no tenía aptitud para engañar a los agentes de tránsito quienes a simple vista determinaron que se trataba de un documento espurio, lo que se confirmó con la prueba pericial practicada en la fase investigativa, por lo cual el uso de la citada licencia no puso en riesgo el bien jurídico de la fe pública por tratarse de un documento sin aptitud probatoria, lo cual desestructuraba la conducta descrita en el artículo 287 del CP, agravada por el uso conforme al inciso 2º del articulo 290 ibidem. 

Con respecto a lo anterior se cuenta con la entrevista del agente Elio German Gómez Londoño, a la cual se refirió la Fiscal requirente, quien concretamente manifestó que a simple vista pudo observar que la licencia que exhibió JFDR no tenía las características de una original por las letras en mayúscula, la huella, la falta de sellos al verificarla con luz UV, lo que conllevó a que revisaran si el conductor de la motocicleta estaba inscrito en el RUNT y al comprobar que no, procedieron a darle captura. 

Asimismo, el perito Gaitan Moncada determinó que se trataba de una falsedad integral de un documento que no reaccionaba a exposición de luz UV, sin contenido de elementos de seguridad auténticos ni microtexto de fondo. 

6.6 En atención a la pretensión de la delegada de la FGN hay que manifestar inicialmente que la declaratoria de preclusión tiene el efecto de extinguir la acción penal
. Las exigencias y consecuencias de una determinación de esa naturaleza han sido examinadas en la jurisprudencia pertinente de la Corte Constitucional donde se expuso:

“Por tratarse de un acto de parte que, no obstante presenta una significativa relevancia frente a los derechos de las víctimas y perjudicados con el delito, el legislador penal, estableció diversos tipos de controles orientados a preservar el acceso a la justicia de estos sujetos procesales. En este sentido, previó que se trata de una solicitud que está regida por el principio de legalidad, toda vez que debe ser formulada con apego a unas causales ( artículo 332 C.P.P.) acompañada de un adecuado respaldo probatorio, sometida a una amplia contradicción argumentativa y probatoria, como quiera que debe ser tramitada en audiencia (art. 333 C.P.P.), con la participación de las víctimas, el Ministerio Público y la defensa, y definida por el juez de conocimiento mediante sentencia, que contará con los recursos de ley” 

6.7 En este caso la solicitud de la delegada de la FGN no fue aceptada por la titular del despacho, quien consideró que la causal que invocó no se ajustaba a lo argumentado, ya que al estar acreditado que el documento usado por JFDR era falso, no se podía decir que su conducta era atípica. 

6.8 Para decidir el recurso propuesto resulta relevante la información que suministró el patrullero Elio Germán Gómez, según la entrevista que la fiscal leyó al sustentar su petición, donde este uniformado dijo que al observar la licencia que exhibió JFDR advirtió que la misma presentaba inconsistencias, por lo cual junto con otro oficial de apellido Jaimes, verificaron otros elementos de seguridad que debía tener tal documento, como el microtexto y los símbolos que reaccionan a la luz UV, encontrado que estos tampoco los contenía la licencia espuria, además de encontrar que tenía diferentes capas de impresión, lo que fue corroborado con el dictamen entregado por el perito Joinereber Gaitan Moncada, cuyos apartes fueron mencionados por la delegada de la FGN (ver apartado 3.1) 

6.9 Por lo tanto debe decidirse si en este caso es posible acoger la tesis de la delegada del ente acusador según la cual el documento que le exhibió JFDR a los agentes que lo abordaron no tenía aptitud probatoria, por ser una imitación rustica de una licencia de tránsito, para lo cual se basa en lo manifestado por el agente Elio German Gómez Londoño, y en consecuencia acto no solo sería atípico, por falta de uno de los elementos contenidos en el artículo 287 del CP, sino que además no estaría revestido de antijuricidad material, al no existir la posibilidad de que el uso de esa licencia pusiera en riesgo o afectara el bien jurídico de la fe pública.
6.10 En ese sentido se debe tener en cuenta que el artículo 294 del CP, tiene una interpretación auténtica de lo que se entiende por documento así: “Para los efectos de la ley penal es documento toda expresión de persona conocida o conocible recogida por escrito o por cualquier medio mecánico o técnicamente impreso, soporte material que exprese o incorpore datos o hechos, que tengan capacidad probatoria”.
6.11 Sobre el tema de la falsedad burda se cita lo decidido en CSJ SP del 29 de julio de 2008, radicado 28961, que fue precisamente la sentencia referida por la delegad de la FGN para sustentar su petición, ya que en ese pronunciamiento se dijo lo siguiente:

“… Para sustentar la inocuidad de la conducta falsaria objeto de investigación y juzgamiento en este evento, el censor se apoyó en las consideraciones del fallo de segundo grado del 4 de agosto de 2006, emitido por una de las Salas de Decisión Penal del Tribunal Superior de Bogotá, en el que, tratándose de un hecho similar, absolvió al contraventor del delito contra la fe pública.

En esa oportunidad, sin discutir que la orden de comparendo sobre la que se predica la alteración falsaria reúne los requisitos del documento público, el fallador estimó que para que la misma tuviera relevancia o connotación jurídica, debía reunir dos condiciones esenciales: producir un perjuicio y tener la potencialidad de engaño a la comunidad, ninguna de las cuales se presenta, deviniendo la falsedad, por ende, en inocua.

(…)

“Ahora, en cuanto a la segunda condición, referida a la potencialidad de engaño, que es la capacidad que tiene la persona que realiza la falsificación para que esta pueda pasar inadvertida, lo cual implica un cierto grado de sofisticación en la alteración, cambio, mutación que permita no ser descubierto prima facie, pues de no ser así, nos hallaremos frente a la denominada “falsedad inocua”, que por lo burda y grosera no produce el engaño pretendido y resulta carente de antijuridicidad material.

(…)

“La falsedad inocua puede definirse como aquella que a pesar de su aparente perfección objetivo-formal no tiene la virtualidad de vulnerar el bien jurídico tutelado bajo las formas específicas de la destinabilidad del documento y su poder probatorio, de manera que no produce perjuicio o daño a los intereses tutelados por el concepto de fe pública. La falsedad inocua no solamente abarca los casos de falsedad burda, sino que comprende todos aquellos en que la falsedad no puede causar daño, cualquiera sea la causa”.

Ahora bien, sobre el delito de falsedad material en documento público, la Corte ha considerado que como elementos propios, le corresponden: a) la mutación de la verdad, en el entendido de que se trata de la alteración de la verdad en su sentido y contenido documental con relevancia o trascendencia jurídica; b) la aptitud probatoria del documento y c) la concurrencia de un perjuicio real o potencial.

La imitación de la verdad implica que el documento pueda servir de prueba por atestar hechos con significación jurídica o implicantes para el derecho, es decir que el elemento falsificado debe estar en posibilidad de hacer valer una relación jurídica.

Se trata, por tanto, de la creación mendaz con apariencia de verosimilitud, que en el caso de la falsedad documental pública se entiende consumada con la editio falsi, es decir, con la simple elaboración o hechura del documento que se atribuye a una específica autoridad pública y que por ende representa una situación con respaldo en el derecho al involucrar en su formación la intervención del Estado por intermedio de alguno de sus agentes competentes, esto es, que se supone expedido por un servidor público en ejercicio de funciones y con el lleno de las formalidades correspondientes.

Además, es un delito clasificado entre los de peligro, en el entendido de que el mismo no exige la concreción de un daño, sino la potencialidad de que se realice, esto es, como lo sostuvo esta Corporación
 aquél “estado causalmente apto para lesionar la fe pública en que se encuentra el instrumento con arreglo a sus condiciones objetivas - forma y destino -, como a las que se derivan del contexto de la situación (C. Creus, Ed. Astrea, 1.993)”, y cuya incidencia se mide por la aptitud que tiene de irrogar un perjuicio.

No requiere, por tanto, la falsedad documental pública, como queda señalado, del uso del documento, ella se presenta con la material elaboración espuria del mismo y la consiguiente alteración de los signos de autenticidad, contrariamente a la conducta falsaria documental privada que supone, precisamente, de su uso para ser reprochada.

En este punto, no puede pasarse por alto que a la luz del artículo 11 del Código Penal, toda conducta típica para que sea punible, requiere que lesione o ponga efectivamente en peligro, sin justa causa, el bien jurídicamente tutelado por la ley penal. Es decir, que debe demostrarse la concurrencia de la antijuridicidad material.

Sobre esta temática, frente a la falsedad en documento público precisó la Corte, en la providencia atrás relacionada, que:

“….el antiguo concepto de que la veracidad e intangibilidad de los documentos públicos debían ser respetados con independencia de la nocividad o inocuidad de sus efectos en el tráfico jurídico por ser una emanación del poder documentario del Estado, y que la sola alteración de la verdad en los mismos merecía reproche penal, hoy en día con los modernos desarrollos dogmáticos ha quedado relegado a un segundo plano, para dar paso a otro prevalente en el derecho penal fundado en criterios de relievancia social y jurídica, según el cual los documentos deben representar la existencia de un hecho trascendente en el ámbito de lo social, sea creando, modificando o extinguiendo relaciones jurídicas. De allí precisamente que en la actualidad se exija que los documentos sobre los cuales recae la acción falsaria necesariamente deben ser aptos para servir de prueba de un hecho social y jurídicamente relevante.”

Desde esa óptica, para pregonar la concurrencia de la antijuridicidad material en el delito de falsedad material en documento público, no basta la mutación de la realidad en el texto para considerar efectiva o potencialmente lesionado el bien jurídico de la fe pública, sino que se hace menester demostrar el menoscabo o puesta en real peligro de otros intereses privados o públicos de cualquier índole, más allá de la simple credibilidad de la colectividad en los documentos públicos, porque aquello es lo que en últimas viene a configurar la antijuridicidad material.

Esto es, que además de la afectación de la confianza del conglomerado social en los documentos públicos, ha de verificarse en cada caso concreto que en la relación jurídico social se causó daño o se pusieron en peligro otros intereses particulares o públicos que por lo general son los derechos que pretende crear, modificar o extinguir el documento, pues es allí donde la fe pública aparece como una verdadera garantía jurídico social, concreta, objetiva y comprobable en el proceso.

Clásicamente, en punto de la capacidad inherente al documento para producir daño, se dio lugar a la teoría de la falsedad inocua, que ya desde Carrara advierte cómo no puede reputarse la presencia de delito de falsedad si el acto cumplido no tiene potencia de dañar, indicándose al propio tiempo que un documento notoriamente falso -burdo- no puede calificarse de delictivo, en forma tal que se concibió la tesis de la verosimilitud para destacar que el documento debe parecer a un número indeterminado de personas verdadero, para reconocer en el mismo una falsificación con aptitud o potencialidad de generar engaño.

Así entonces, las imitaciones o falsedades burdas no están en posibilidad alguna de causar perjuicio mientras carezcan de aptitud o apariencia de verdad, toda vez que si no procuran –al menos potencialmente-, suscitar en las relaciones jurídicas la representación de su carácter auténtico, no surge la posibilidad de ser así catalogados
. (Subrayas ex texto) 
6.12 Sin embargo debe decirse que la sentencia CSJ SP del 29 de julio de 2008, radicado 28961 se basó en el siguiente contexto fáctico: i) el procesado German Moisés Rincón Gallón tenía parqueado su vehículo en una zona de estacionamiento restringido; ii) por tal razón un agente de tránsito le impuso un comparendo, para lo cual ese funcionario debía consignar en el formato de ese documento, el número de la licencia de conducción, el nombre, teléfono y dirección del presunto contraventor y el nombre y número de placa del agente que lo realiza; iii) cuando el guarda le entregó el documento ya elaborado, el infractor al firmarlo alteró dos dígitos de su cédula de ciudadanía y anotó un número diferente debajo de su nombre; y iv) el guarda de tránsito advirtió de inmediato esa alteración y procedió a retener al implicado.
En la providencia antes citada la SP de la CSJ expuso lo siguiente sobre el tema en concreto que fue sometido a su examen:
“… Es necesario precisar que con el comportamiento atribuido al procesado, en ningún momento se puso en peligro efectivo el bien jurídico tutelado con la norma prohibitiva, pues, fue de una tal manera burda la alteración realizada por el acusado sobre el comparendo, que el agente de tránsito encargado del procedimiento la detectó inmediatamente, conduciendo ello a evitar que la infracción contravencional quedara en la impunidad, dado que, en últimas, en seguimiento del riguroso procedimiento administrativo, se logró recaudar la sanción de multa correspondiente.

Al efecto, no puede soslayarse cómo la mutación de identidad pretendida por el procesado a través del expediente elemental de alterar los números de cédula originalmente consignados en el documento por el policía de Tránsito, operó pueril, dado que, precisamente, el uniformado poco antes había estampado los datos correctos con su puño y letra, pudiendo de inmediato, como sucedió, verificar la contrafacción, no solo porque su memoria de corto plazo advertía la inconsistencia con solo volver a mirar el comparendo, sino en atención a que la premura y circunstancias particulares en las cuales se modificó el rasgo básico de los números, permitía automática la percepción de la alteración, en virtud de su completa desarmonía con la verdad consignada en precedencia por el funcionario.

De esta manera, si la verdad original la consignaba el agente de tránsito, y éste mismo casi de inmediato estaba en la posibilidad –e incluso obligación, dada su tarea-, de verificarla, muy pocas, por no decir ninguna, posibilidades tenía el procesado de materializar el engaño pretendido, simplemente porque los medios utilizados no emergían idóneos para el efecto.

Claro que en un plano teórico de lo que hipotéticamente puede pasar, es posible pregonar alguna posibilidad, aunque sea mínima, de que esa superchería banal tuviese buena fortuna para quien la practica.

Pero dentro de una óptica común, de lo que normalmente sucede, precisamente la obligada de adoptar en el examen del caso específico, perfectamente puede colegirse que puestos en similares circunstancias otros tantos Policías de Tránsito, de igual manera ellos hubiesen detectado de inmediato la burda falsedad.

Y si ello es así, desde el concepto particular puede llegarse al criterio general de que esa actuación del acusado no estaba en condiciones fácticas de generar el efecto buscado –evitar que se le identificara adecuadamente como el directo contraventor y, en consecuencia, facultar el no pago de la multa consustancial al comparendo-, razón suficiente para asumir el concepto jurídico de que en el hecho no hubo peligro efectivo de afectar el bien jurídico tutelado. En otras palabras, no se configura en la conducta el elemento indispensable de la antijuridicidad material, para que se entienda delito.

Recuérdese que a la luz del ya citado artículo 11 de la Ley 599 de 2000 –antijuridicidad-, “para que una conducta típica sea punible se requiere que lesione o ponga efectivamente en peligro, sin justa causa, el bien jurídicamente tutelado”.

Así las cosas, para poder afirmar la antijuridicidad material en la conducta punible de falsedad material en documento público, no basta, conforme se anotó en precedencia, la mutación de la realidad en el texto para considerar efectiva y potencialmente lesionado el bien jurídico de la fe pública, sino que se hace menester demostrar el menoscabo o puesta en real peligro de otros intereses de cualquier índole, más allá de la simple credibilidad de la colectividad en los documentos públicos.

En este sentido, pertinente para lo que se examina, asoma la sentencia de la Sala del 15 de septiembre de 2004 (Radicado 21.064), uno de cuyos apartes postula:

“Tales observaciones están conectadas con el principio de lesividad, el cual debe ser dinamizado al instante de la valoración judicial de un concreto comportamiento; además, se amoldan al nuevo contenido del artículo 11 del Código Penal (Ley 599 de 2000), cuando señala que “Para que una conducta típica sea punible, se requiere que lesione o ponga efectivamente en peligro, sin justa causa, el bien jurídicamente tutelado por la ley penal”, diseño normativo que le da incuestionable entrada al citado principio.

“En otro lenguaje expresado, frente a delitos de peligro como el del porte ilegal de armas de fuego de defensa personal, el juez ha de tener claro cuál es el ámbito de protección de la norma: prevenir actos que signifiquen potencial o inminente peligro a las condiciones de mantenimiento de la paz, de la convivencia social, de la seguridad ciudadana y, a través de éstos valores, de bienes personales como la vida, el patrimonio económico, etc., luego de lo cual, en cada caso concreto, también debe  establecer si el comportamiento sometido a su consideración, significó una efectiva puesta en peligro al bien jurídico así conformado.

“Lo anterior no envuelve una graciosa o desenvuelta concesión, pues al exigir el precepto mencionado –artículo 11 del Código Penal- que se requiere que la conducta típica lesione o ponga efectivamente en peligro el bien jurídico protegido por la ley penal, armoniza la necesidad abstracta de protección satisfecha con la creación del tipo penal y la garantía de protección al justiciable, bajo el entendido que su conducta sólo será punible en cuanto con ella cree situaciones de riesgo inadmisibles, efectivas, al señalado interés.

“Puede aducirse, además, una consideración de orden semántico. Si lo efectivo es, según el Diccionario de la lengua Española, lo “Real y verdadero, en oposición a lo quimérico, dudoso o nominal”, es válido entender que cuando el artículo 11 en cita exige, para configurar la antijuridicidad de un comportamiento típico, la puesta efectiva en peligro del bien jurídicamente tutelado, hace referencia a que el riesgo que en abstracto previó el legislador al emitir el tipo penal se verificó de modo real y verdadero.

“De esa forma el principio de lesividad ha de operar no en la fase estática de la previsión legislativa, sino en la dinámica de la valoración judicial de la conducta, habida cuenta que el cambiante mundo de las interferencias comunicativas de las que se ha hablado, hace que vivencialmente, en un momento socio histórico determinado, ciertos actos tengan una específica significación social que los hacen dañinos por la potencialidad que tienen de afectar un ámbito de interrelación, como la convivencia pacífica en este caso, o que el mismo comportamiento no tenga la virtualidad de impresionar las condiciones que la permiten en un ámbito temporoespacial diferente”.

Tratándose el delito examinado, de uno de aquellos denominados de peligro, sirven las anteriores consideraciones para sustentar cómo esos bienes jurídicos concretos que subyacen a la protección brindada por la norma penal, de no ser afectados o realmente puestos en peligro, conducen a definir carente de antijuridicidad material el delito.

Se repite, en el asunto discutido decir que el comportamiento objetivo del procesado pudo poner en riesgo la fe pública, entendida como la confianza abstracta que la comunidad tiene en los documentos públicos, nada resuelve, pues, como lo enseña la más acabada postura de la Corte sobre el tópico, esos conceptos deben hacerse descender al caso concreto, en frente de una específica actividad o rol social a proteger.

Y, por ello, si se ha determinado que respecto de lo debatido, el comparendo comporta sentido en tanto faculta definir la existencia de una contravención, la identificación de quien en ella incurrió, la posibilidad de cobro y pago efectivo de la multa y, en últimas, el ingreso al fisco de dineros requeridos para atender necesidades de la comunidad, es menester concluir que esos tan concretos bienes no fueron afectados ni estuvieron en efectivo peligro, dado que los medios utilizados por el acusado no resultaban idóneos, dentro de las condiciones particulares arriba destacadas, para inducir a engaño al funcionario encargado de desarrollar el procedimiento administrativo…”.

Así las cosas, como quiera que aparece evidente que por una interpretación distorsionada del contenido del artículo 11 del Código Penal se produjo la aplicación errada del artículo 287 de la misma codificación, al condenar como autor responsable del delito de falsedad material en documento público a GERMÁN IVÁN MOISÉS RINCÓN GALLÓN, pese a que su conducta no puso efectivamente en peligro el bien jurídico objeto de tutela, se impone la casación del fallo para, en su lugar, absolverlo del cargo formulado. ..” 
6.13 Como se observa, el contexto fáctico del caso del señor JFDR es sustancialmente diferente al de la sentencia antes citada, donde se produjo una alteración coetánea de un comparendo en el momento en que era elaborado, colocando una cédula diversa, situación que resultaba inane, ya que el guarda de tránsito había colocado el número de cédula correcto del infractor, al tiempo que en el caso sub examen, la captura del señor DR se produjo porque se detectó inicialmente que transitaba con una licencia falsa y así se hubiera advertido su carácter espurio en un examen preliminar que hizo el patrullero Gómez Londoño, lo real es que esa situación se vino a confirmar con el concepto del perito Joinerber Gaitan Moncada con averiguaciones que se hicieron en los sistemas de bases del Ministerio de Transporte como el RUNT y el SIMIT, lo que demuestra que el procesado si realizó un acto que se adecua a la norma de prohibición contenida en el artículo 287 del CP. “…ya que se vino a detectar que se trataba de un documento espurio, precisamente por la especial cualificación que tenía el citado patrullero, quien dijo ser técnico en seguridad vial y tener experiencia de más de seis años laborando en la seccional de Tránsito y Transportes, lo que indica que un agente que no tuviera su formación posiblemente no habría notado luego del examen que hizo, que se trataba de una licencia falsa”.

A lo anterior hay que agregar que el perito Joinerber Gaitan Moncada consignó en su estudio las razones por las cuales consideraba que la licencia en mención era falsa, pero no expresó concretamente que se tratara de un falsedad burda y que por el contrario se deduce de su concepto que ese documento tuvo que ser examinado con luz UV y que se debió comparar su microtexto con el que poseen las licencias originales, lo que da a entender que para establecer la falsedad de ese permiso, se debió acudir a esa prueba técnica, lo cual pone en duda que se tratara de un falsedad tosca o basta, como lo sostiene la recurrente.

6.14 En consecuencia como la delegada de la FGN finalmente sustentó su petición de preclusión en la atipicidad de la conducta atribuida al procesado, debe hacerse mención de lo decidido en la sentencia CSJ SP del 1 de julio de 2015, radicado 43407 sobre las condiciones de aplicación de las causales del artículo 332 del CPP, donde se dijo lo siguiente:

“2. La naturaleza de la decisión de preclusión de la investigación.

De acuerdo con el artículo 176 de la ley 906 de 2004, la decisión apelada corresponde a un auto interlocutorio que resuelve un aspecto sustancial de la actuación, contra el cual proceden los recursos ordinarios.

El efecto que produce el auto mediante el cual se declara la preclusión de la investigación, es la cesación de la persecución penal, con efectos de cosa juzgada, razón por la cual, se exige que la causal que la funda se encuentre demostrada con un grado de conocimiento que supere cualquier duda razonable.  A contrario sensu, corresponde a la Fiscalía continuar con el trámite como lo impone el artículo 250 de la Constitución Política, modificado por el Acto Legislativo n.º 003 de 2002.

El mismo precepto constitucional, en el numeral 5º, autoriza al fiscal para que solicite ante el juez de conocimiento la preclusión de la investigación, de encontrar que se estructura alguna de las causales señaladas en el artículo 332 de la Ley 906 de 2004, lo cual podrá realizar en dos momentos procesales (Sentencia de la Corte Constitucional C-920 de 2007):

La primera oportunidad (Arts. 331 y 332 inciso 1°) se presenta (i) durante la investigación (aún desde la fase previa), hasta antes de que el fiscal  presente el escrito de acusación, (ii) se puede formular con fundamento en cualquiera de las siete (7) causales previstas en el artículo 332, y (iii) el legitimado para hacer la solicitud, según lo prevé la ley, es el fiscal.
 
La segunda, (Parágrafo Art. 332) puede presentarse (i) durante el juzgamiento, (ii) únicamente con fundamento en dos (1ª y 3ª) de las causales previstas en el artículo 332, y (iii) los sujetos legitimados para formularla son el fiscal, el ministerio público y la defensa.
(…) 
El artículo 336 de la Ley 906 de 2004 señala que la Fiscalía presentará escrito de acusación cuando pueda afirmar, con probabilidad de verdad que: (i) la conducta delictiva existió, y, (ii) que el imputado es su autor o partícipe, aspectos que fueron estudiados precisamente para proceder a formular imputación en contra de la funcionaria, pues para que ésta proceda, el artículo 287 ibídem requiere la existencia de una inferencia razonable, en ambos casos, fundada en los elementos materiales probatorios, evidencia física e información legalmente obtenida.

Yerra entonces el Tribunal cuando asegura que el ente investigador tiene la facultad ilimitada para formular imputación y seguidamente presentar solicitud de preclusión de la investigación, sin argumentación alguna, pues, aunque la imputación es un acto de parte, su procedencia se encuentra circunscrita a la existencia de una inferencia razonable, que al igual que la probabilidad de verdad, son juicios lógicos intermedios entre la duda y la superación de ésta.  

Ahora, no se descarta que en cumplimiento de la labor investigativa realizada por la Fiscalía, con posterioridad a la formulación de acusación se recauden evidencias o surjan circunstancias que estructuren alguna de las causales señaladas por el artículo 332 de la Ley 906 de 2004, lo cual tendrá que darse a conocer en el desarrollo de la audiencia; de lo contrario, el escenario propio para dilucidar cualquier duda, es el juicio oral y no la audiencia de preclusión de la investigación.  De esta manera lo ha precisado la Corte (CSJ SP15910-2014. 20 nov. 2014. Radicado 43504): 

En esa línea de pensamiento, si la Fiscalía en el sub examine ya había procedido a formular imputación, únicamente elementos de juicio novedosos a los obrantes para ese instante podían sustentar un cambio de su criterio (Cfr. CSJ AP, 24 Abr 2013, Rad. 40367), sin que se avizore cómo las estadísticas de producción o las calificaciones de servicios del funcionario tienen incidencia para infirmar los sucesos investigados, o cuál es la situación sustancial diversa que hace la entrevista de Diana Carolina Peñaloza Lozano trascendente con relación a las que suministraron sus compañeras de labores en el Juzgado Primero Civil Municipal de Bucaramanga. 

4. De otra parte, cabe agregar que no es la audiencia en la que se decide la solicitud de preclusión elevada por la Fiscalía -si ya se formuló imputación, como en este caso-, el escenario adecuado para agotar juicios de valor con efectos cognoscitivos más allá de toda duda respecto de los elementos constitutivos de la conducta punible, según lo depreca el defensor, entre otros, porque la decisión que decide acerca de este pedimento no es un fallo, sino un auto interlocutorio (Cfr. CSJ AP 5208-2014), y en consideración a que es el módulo acusación-juicio-sentencia el espacio al que pertenece la discusión y definición de tal controversia sustancial. 

También es posible que una vez formulada la imputación se acopien nuevos elementos materiales probatorios que evidencien la configuración de alguna de las causales de preclusión enlistadas en el canon 332 ibídem, evento en el cual la Fiscalía estará legitimada para postular la figura preclusiva. En ese contexto, la imputación de cargos debe obedecer a un ejercicio responsable de investigación por parte del ente acusador, de forma que no se presenten situaciones como la examinada donde se imputó el delito de prevaricato por acción e inmediatamente después, sin mediar el recaudo de elemento de juicio diferente, se solicitó la preclusión de la investigación. Tal situación se distancia de la estructura procesal diseñada por el legislador y muestra la extrema ligereza del fiscal en el manejo de la investigación a su cargo.

En ese orden, no es para nada desmedido el planteamiento del apelante al reclamar que la Fiscalía motive mínimamente su solicitud de preclusión de la investigación presentada luego de formular imputación, dando a conocer los elementos sobrevinientes que le llevan a esa pretensión.

Igualmente, resulta erróneo afirmar que la Fiscalía no presentó escrito de acusación por cuanto en el desarrollo de esa audiencia «tendrá que probar una concreción fáctica y jurídica más elevada, esto es, que indique la probabilidad de verdad en el actuar del actor, lo que implica un conocimiento exento de duda por parte de la fiscalía, de que la conducta delictiva existió y que el imputado es su autor o partícipe.»
, aserción que no solo se aparta por completo de cualquier argumento expuesto por el Fiscal, sino que desconoce los grados de convicción establecidos por el legislador para cada momento del proceso penal.

Adicionalmente, en la dinámica del sistema adversarial, corresponde al juez de la causa tener el conocimiento exento de duda  para acceder a la solicitud del órgano de investigación de precluir la investigación, exigencia que no es aplicable a la acusación, dado que durante ella el juez no cuenta con ningún grado de convicción acerca de la autoría o participación del imputado en la comisión del punible investigado, pues su única aproximación al proceso ha sido un escrito –acto de parte- sin control judicial, más allá del que la jurisprudencia ha admitido es factible realizar: (CSJ SP1392-2015 11 feb. 2015. Radicado 39894):  

… la intervención del juez en la acusación ha sido admitida por la jurisprudencia en aras de evitar violaciones a garantías fundamentales, como ocurre, por ejemplo, para: evitar acusaciones absurdas;  garantizar la legalidad de los delitos por los que se acusa
; requerir al fiscal que complemente la acusación con los datos básicos consagrados en el artículo 337 de la Ley 906 de 2004
; garantizar la claridad, precisión
 y concreción de las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que se produjo la conducta endilgada; garantizar que los hechos atribuidos  al procesado se refieran  estrictamente a los mismos antecedentes fácticos de cargo contenidos en la formulación de imputación; garantizar que el descubrimiento probatorio sea lo más completo posible
; decidir la devolución del escrito de acusación por considerar que carece de competencia
; ejercer un control a la asistencia técnica que se le brinda al procesado, a fin de materializar el derecho a la defensa durante la acusación
; pues con tales intervenciones da cumplimiento a la función protectora de derechos fundamentales que le ha sido asignada por la Constitución y la ley.

Ahora, no es suficiente que el fiscal se halle convencido de que se encuentra configurada alguna de las causales previstas en el artículo 332 de la Ley 906 de 2004, sino que esa convicción debe transmitirla al juez para que autorice la cesación de la acción penal con efectos de cosa juzgada….” 
6.15 Del precedente antes citado se deduce que si la FGN formuló imputación contra JFDR por la conducta de falsedad material en documento público agravada por el uso con base en la entrevista del agente Gómez Londoño y el dictamen del perito Gaitán Moncada, no le era posible a la representante del ente acusador solicitar la preclusión de la investigación adelantada contra el procesado, salvo que su delegada contara con pruebas adicionales para sustentar esa solicitud.
6.16 En ese sentido se cita lo manifestado en la sentencia CSJ SP del 6 de septiembre de 2019,  radicado 52920 donde se dijo lo siguiente:
“(…) 

3.- El alcance de la preclusión de la investigación

Los artículos 331 y siguientes de la Ley 906 de 2004 autorizan al Fiscal – y excepcionalmente al Ministerio Público y a la defensa – para solicitar ante el juez de conocimiento la preclusión de la investigación, cuando se halle configurada alguna de las causales que con ese fin estableció el legislador en el artículo 332 ibídem. 

El estándar probatorio exigido para que la preclusión sea posible, conforme lo tiene pacíficamente decantado esta Sala, es el de la certeza, de suerte que la causal invocada por el peticionario para tal efecto debe aparecer acreditada sin que «exista duda o posibilidad de verificación contraria con un mejor esfuerzo investigativo»
.

Uno de los eventos determinantes de la preclusión de la investigación, según aparece establecido en el numeral 4º del artículo 332 precitado, es la atipicidad del hecho investigado. A partir de ésta, resulta viable poner fin anticipado al proceso cuando aparezca probado, en el grado de conocimiento ya precisado, que la conducta atribuida a la persona no encuentra correspondencia, objetiva o subjetiva, en alguno de los comportamientos previstos como punibles por el legislador. 

Debe anotarse, con todo, que el alcance y la amplitud de la contrastación que con ese propósito debe efectuarse entre la conducta investigada y los tipos penales contenidos en la normatividad penal sustantiva depende de la etapa procesal en la que se peticione la preclusión. 

Cuando la solicitud de preclusión se presenta con posterioridad a la formulación de imputación, el interesado debe probar que los hechos investigados, conforme han sido precisa y específicamente definidos en ese acto de comunicación, son atípicos respecto del cargo por el cual la persona investigada fue formalmente vinculada al proceso
. (Subrayas ex texto)

6.17 En razón de las circunstancias antes anotadas la Sala considera que se debe confirmar la decisión de primera instancia, al no estar demostrada debidamente la atipicidad de la conducta atribuida al procesado.

Con fundamento en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira,   

RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR la decisión proferida por la juez 2º penal del circuito de Pereira, por medio de la cual negó la solicitud de preclusión de solicitada en favor del ciudadano JFDR, por la conducta de falsedad material en documento público, agravada por el uso.
SEGUNDO: Contra la presente decisión no procede recurso alguno.
TERCERO: DISPONER que en atención a lo dispuesto por el Consejo Superior de la Judicatura en el artículo 4º del Acuerdo PCSJA20-11518 del 16 de marzo de 2020 y en la Circular CSJRIC20-75 expedida por el Consejo Seccional de la Judicatura de Risaralda, esta decisión se notificará por la Secretaría de esta Sala vía correo electrónico a las partes e intervinientes. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
� Folio 2 


� Ley 906 de 2004 Artículo 334 


� Corte Constitucional. Sentencia C- 881- 2011 


�  Sentencia del 20 de octubre de 2005, radicado 23.573.


� Ib. Rad. 23.573.


� Ver apartado 3.1 de esta providencia.


� El resaltado no se encuentra en el texto original transcrito que corresponde a un párrafo de la decisión apelada, sin paginación. Véase al folio 216 de un cuaderno con carátula de la Fiscalía sin nombre ni numeración. 


� Cfr. CSJ. AP. de 1º de octubre de 2014, Rad. 42452.


� Cfr. CSJ. AP. de 6 de marzo de 2013, Rad. 40739.


� Cfr. CSJ. SP. de 10 de diciembre de 2014, Rad. 39993.


� Cfr. Ley 906 de 2004, inciso 3º del artículo 344.


� Cfr. CSJ. AP. de 26 de mayo de 2014, Rad. 43795.


� Cfr. CSJ. AP. de 30 de mayo de 2012, Rad. 38955.


� CSJ AP, 18 de jun. 2014, rad. 43797. Citada en CSJ AP, 31 ene. 2018, rad. 51049.


� CSJ AP, 20 nov. 2014, rad. 43504; CSJ AP, 1 jul. 2015, rad. 43407.
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